	Fecha
	 7 de junio de 1965
	Sesión número
	25

	Motivo: Amparo

	Recurrente: NELLY VARGAS ALFARO

	Recurrido: MINISTRO DE TRANSPORTES

	Objeto del recurso: Alega la recurrente que es dueña de finca inscrita en el Registro de la Propiedad, Partido de Puntarenas.  Que el Ministerio de Transportes, sin previo aviso, sin autorización alguna procedió a derruir las cercas que delimitaban el referido inmueble. Que intentó hacerlas de nuevo pero empleados del Ministerio se presentaron e impidieron realizar el trabajo, amenazando con llevar detenidos a los peones si insistían en su propósito.  Que en el Ministerio le informaron que se procedía así porque necesitaban la finca para ampliar la carretera, y que no tenían que darme mayor explicación porque acataban órdenes precisas del señor Ministro. Alega violación del artículo 45 de la Constitución Política. 

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que cuando se inició la Sección Norte de la Carretera Interamericana, aproximadamente en marzo de 1942, se actuó con base en el contrato-ley suscrito entre los Gobiernos de Costa Rica y Estados Unidos de Norte América, la Ley N° 1474 de 12 de julio de 1952.   De acuerdo con la Ley el ancho de la carretera debía ser de 50 metros de cerca a cerca. Previamente a realizar los trabajos de apertura de la trocha de la vía, se requirió permiso de los dueños de fincas afectadas para que dieran paso a la vía, quienes donaron por escritura pública y uno o dos vendieron su terreno.  Por los años 48 al 53, se pararon completamente los trabajos y no hubo vigilancia en cuanto al derecho de vía, y algunos propietarios lo invadieron, y a simple vista se comenzó a ver la forma dispareja de las cercas.  Se ha solicitado a nuestro gobierno el restablecimiento del derecho de vía al mínimo de 50 metros fijados por el contrato-ley, y se encuentra pendiente de aprobación del último empréstito para hasta tanto este Ministerio entregue una certificación amplia, en el sentido de que el derecho de vía de la Carretera está totalmente libre y deslindado con cercas que fijen claramente la propiedad. La recurrente es una de los propietarios que tiene sus cercas salidas, quien al adquirir del anterior dueño según consta en certificación adjunta al presente informe, se puso como límite de la finca en sus lados norte y sur la Carretera Interamericana, lo que es lo mismo, las cercas de la finca que tiene una forma de punta de lanza, tienen que estar a veinticinco metros del centro de la carretera.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. De conformidad con la calificada declaración del señor Gonzalo Jiménez Flores, ex Ministro de Obras Públicas, y uno de los anteriores co-propietarios de la finca general relacionada, se demuestra que cuando por el año 1946 adquirió y entró a poseerla, el ancho de la demarcación de la Carretera Panamericana era de 50 metros. Y cuando a su vez vendieron la misma finca en 1949, las cercas conservaban el mismo ancho inalterado en sus frentes a la carretera, sea, los 50 metros, igual a la forma como adquirieron.  No obstante haberse demostrado que con muchísima anterioridad a que la promovente adquiriera su lote, la correspondiente demarcación del ancho de la carretera quedó establecida y fijada en los 50 metros comprendidos entre las cercas de ambos lados, incluyendo el de la finca donde se origina el lote hoy de doña Nelly, la que bordea éste, evidentemente fue corrida en contravención de las correspondientes disposiciones legales que cita el Ministerio. Con fundamento en los hechos circunstanciales de este caso y en el antecedente relacionado, la Corte llega a la conclusión jurídica de que no se ha vulnerado el artículo 45 de la Carta Política.


N° 25
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día siete de junio de mil novecientos sesenta y cinco, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Elizondo, Acosta, Sanabria, Jugo, Quirós, Calzada, Jacobo, Jiménez, Coto, Bejarano, Soto, Fernández, Trejos, Odio, Porter y del suplente Cruz Morales Moya.
Artículo IV
Se conoció del recurso de Amparo interpuesto por la señora Nelly Vargas Alfaro, contra el señor Ministro de Transportes, en el cual la recurrente alega: “Como lo compruebo con el testimonio de escritura pública que me permito acompañar para mayor claridad en el asunto que expondré, soy dueña de la finca inscrita en el Registro de la Propiedad, Partido de Puntarenas, tomo mil setecientos diez, folio ciento ochenta y uno, número trece mil quince, asiento primero, finca esa que se detalla en plano debidamente catastrado bajo el número 52.368 de la Sección de Puntarenas que también me permito acompañar a este libelo, tanto para mayor comprensión de los señores Magistrados como para que el propio señor Ministro traído a estas diligencias pueda formar cabal criterio de la cuestión que se le somete.   Es el caso que el ocho o el nueve de este mes empleados del Ministerio de Transportes, sin previo aviso, sin autorización alguna procedieron a derruir las cercas que delimitaban el referido inmueble de mi propiedad.  Como consideré ese acto atentatorio contra mis derechos ciudadanos, intenté hacerlas poner de nuevo en su sitio, pero de nuevo empleados del Ministerio se presentaron, esta vez acompañados de autoridades fiscales e impidieron a los peones que yo había contratado que procedieran a realizar el trabajo, amenazándolos con llevarlos detenidos si insistían en su propósito.  Indagué en las oficinas del Ministerio de Transportes en el Plantel de Puntarenas qué era lo que está sucediendo que en forma tal se irrespetaba mi propiedad y se me lanzaba manu militari de la misma, y se me contestó que se procedía así porque mi finca la necesitaban para ampliar la carretera y que no tenían que darme mayor explicación porque acataban órdenes precisas del señor Ministro, contestación esa que es la que me determina a solicitar el amparo directamente contra ese funcionario.  El Ministerio al proceder como lo ha hecho está irrespetando no solamente normas constitucionales que me amparan en mis derechos como propietaria de un bien debidamente inscrito en el Registro de la Propiedad a mi nombre, sino que hacen abandono y toman a burla las expresas disposiciones que les impone la Ley General de Caminos Públicos; no existe situación anormal alguna en el país que autorice al Ministerio para actuar en la forma desusada y atentatoria que lo ha hecho.  Según parece se pretende adueñarse de la totalidad de mi inmueble, que tiene la forma de lo que se llama “una punta de lanza” para ampliar la carretera, y es eso lo que me mueve a interponer a interponer el amparo, tanto a mi personal beneficio, como en el de mis conciudadanos que de continuar este estado de cosas, se verían amenazados en sus derechos por actos gubernamentales ajenos en todo al mandato constitucional y legal.-  Pido se de curso a mi gestión y que previo solicitar el informe de rigor se dicte sentencia mandando al Ministerio restituir las cercas al lugar que tenían previniéndole se abstenga de perturbarme en mi posesión y si es que requieren de mi finca para ampliar la carretera, que cumplan con lo que la Ley ordena e interpongan las diligencias necesarias.- Además de las disposiciones legales mencionadas, fundo esta gestión en el articulado de la Ley de Amparo.” “Acatando lo prevenido por ese Honorable Tribunal vengo dentro de estas diligencias a manifestar que el derecho Constitucional que considero violado por los hechos a los cuales el recurso de amparo se contrae, es el que consagra el artículo 45 de la Constitución Política.-  Establece esa norma Constitucional que la Propiedad es inviolable y que a nadie puede privarse de la suya si no es por interés público legalmente comprobado y previa indemnización conforme a la ley, y con los actos narrados, el señor Ministro contra el cual se dirige el recurso, por medio de funcionarios o empleados de su despacho, me ha privado de mi propiedad al derruir las ceras que la demarcaban y protegían, y disponer que en lo sucesivo mi finca forma parte de la carretera en su casi totalidad.  Acatando la mencionada disposición constitucional, previamente debió haberme comprobado el interés público y expropiarme e indemnizárseme conforme a la ley.”
El señor Ministro rinde su informe en los siguiente términos: “Dentro del término de ley doy contestación a su atento oficio N° 559 S.P. de esta misma fecha, en el cual se me pide informe las razones legales que tuvo este Ministerio para proceder en la forma que, afirma, la señora Nelly Vargas Alfaro, se procedió, según el Recurso de Amparo presentado por ésta-  Cuando en nuestro país se inició la Sección de la Carretera Interamericana, se comenzó partiendo del perímetro de la población de Esparta hacia la ciudad de San Ramón; eso fue aproximadamente en marzo de 1942, y se actuó con base en el contrato-ley suscrito entre los gobiernos de Costa Rica y Estados Unidos de Norte América.   De acuerdo con la Ley el ancho de la carretera debía ser y así se estableció de 50 metros de cerca a cerca.  Fue obligación del Bureau of Public Roads Administration (dependencia del Ministerio de Comercio de los Estados Unidos de América) con oficinas en nuestro país, de poner las cercas a ambos lados de la carretera.  Previamente a realizar los trabajos de apertura de la trocha de la vía se conversó  y requirió permiso de los dueños de fincas afectadas para que dieran paso a la vía.  La mayoría de los propietarios donaron de hecho al Estado el derecho de vía de la carretera y unos pocos cobraron algunos daños que les fueron indemnizados; otros donaron por escritura pública y uno o dos vendieron su terreno.  La carretera se construyó y se comenzó a usar aun sin tener la terminación necesaria; el ancho quedó fijado en la cantidad de metros arriba dicha y las cercas muy bien hechas por cuenta del Bureau, lo deslindaban perfectamente.  Posteriormente el año 1942 y más o menos por los años 48 al 53, se pararon completamente los trabajos de la Carretera Interamericana y no hubo vigilancia en cuanto al derecho de vía.  Lo corriente en nuestro medio es que los propietarios aledaños a las vías de comunicación, al hacer nuevas cercas o reparar las viejas, se van saliendo y van angostándolas; tal sucedió en la sección de Esparta a San Ramón; muchos respetaron el antiguo derecho de vía y otros los más cercanos a los centros de población, invadieron el derecho de vía, y a simple vista se comenzó a ver la forma dispareja de las cercas.  Los personeros de la Carretera Interamericana, sean los representantes del Gobierno de los Estados Unidos, en estos últimos años han venido solicitándole a nuestro gobierno el restablecimiento del derecho de vía al mínimo de 50 metros fijados por el contrato-ley con base en la Ley N° 1474 de 12 de julio de 1952, y todos los otros contratos-leyes posteriores que ha sido necesario promulgar para obtener que el Gobierno Norteamericano le preste al nuestro para construir la carretera en la que a su vez coopera el primero poniendo de su bolsa dos terceras partes, la otra la pone el nuestro.  Lo cual quiere decir que la Carretera Interamericana en nuestro país y en el resto de América se ha hecho por fondos cooperativos poniendo Estados Unidos dos terceras partes y el gobierno local una tercera parte.  Es obligación unilateral del gobierno costarricense mantener libre el derecho de vía en el ancho referido no permitiendo ocupaciones indebidas ni intrusos.  El último empréstito para nuestro gobierno está pendiente de aprobación hasta tanto no dé este Ministerio una certificación amplia en el sentido de que el derecho de vía de la Carretera está totalmente libre y deslindando con cercas que fijen claramente la propiedad; para lograr hacer de nuevo el tramo de carretera que va de San Ramón a Cañas, que, como lo  saben los señores Magistrados, todos los años se daña en muchas secciones, y para darle trabajo a centenares de costarricenses, este Despacho se lanzó en enero de este año a recuperar todo el derecho de vía que estuviera cercado indebidamente desde San Ramón a Esparta, que en realidad es la sección en donde se apreciaba mayor cantidad de violaciones.  Todo marchó muy bien y algunos propietarios sumamente comprensivos de la ventaja de una nueva carretera y del beneficio que representa, hasta suministraron los postes nuevos para sus cercas; uno de los últimos propietarios que tiene sus cercas salidas es la gestionante del Recurso de Amparo señora Nelly Vargas Alfaro que al adquirir del anterior dueño según consta en certificación adjunta al presente informe, se puso como límite de la finca en sus lados norte y sur la Carretera Interamericana, lo que es lo mismo, las cercas de la finca que tiene una forma de punta de lanza, tienen que estar a veinticinco metros del centro de la carretera.-  La señora citada fue requerida por el señor Procurador de Derechos de Vía, Álvaro Villalobos Dobles cuando ésta sin el permiso municipal, ni la fijación de la línea de construcción que hace la Dirección de Vialidad del Ministerio de Transportes procedía de construir la cerca, para que no lo hiciera sin antes cumplir con los anteriores requisitos, cosa que la señora Vargas no tomó en consideración.-  Notificada por segunda vez por medio del Resguardo Fiscal del lugar, el trabajo de las cercas fue suspendido para luego y en ausencia de los funcionarios públicos, hacerla rápidamente.  En vista del giro que tomaban las cosas del Ministerio por medio de una cuadrilla de peones procedió a derribar las cercas que estaban construidas en terreno del Estado de acuerdo con lo dicho por la certificación del Registro Público.-  Los artículos 12, 26 y 39 de la Ley General de Caminos Públicos (número 1851 de 28 de febrero de 1955) dicen textualmente; Artículo 12.- Se declara de utilidad pública la faja de terreno que ocupa la Carretera Interamericana, entre las fronteras con Panamá y Nicaragua, con un ancho hasta de cincuenta metros así como aquellas otras fajas que fueren necesarias para efectuar desvíos de la misma; o las que igualmente se necesitaren para los trámites que determina este misma ley, cuando esas fajas no sean donadas o hechos los correspondientes arreglos con el Estado.- Artículo 26.- No podrán hacerse construcciones, cargaderos de madera o edificaciones de ningún tipo a la orilla de las carreteras, sin la previa autorización escrita del Ministerio de Transportes, ni a la orilla de los caminos vecinales o calles sin la aprobación escrita de la Municipalidad correspondiente.  En las carreteras de acceso restringido, los colindantes sólo podrán tener acceso a la carretera en los puntos previamente construidos para ese fin mediante caminos marginales cuya construcción ha sido ejecutada o aprobada por el Ministerio de Transportes.  Las lecherías situadas a la orilla de vías públicas, deberán proteger las secciones de vía por donde pase el ganado en su movimiento diario, con empedrados bien hecho o por cualquier otro medio adecuado. Los expendios de gasolina deberán tener, dentro del área de su propiedad, una sección de estacionamiento de vehículos, y sus propietarios estarán obligados a reparar por su cuenta el pavimento que resulte dañado al frente del negocio como consecuencia de su comercio.   Queda prohibido a los aserraderos, talleres y empresas industriales, ocupar para su servicio o el de los particulares que lo requieran los caminos públicos, obstaculizando el tránsito de los mismos.  Los postes utilizados en la trasmisión de fuerza eléctrica y lo que soporten hilos telegráficos o telefónicos, no podrán colocarse a una distancia menor de seis metros del centro de los caminos.  Los que estuvieren colocados a menor distancia u obstaculicen futura ampliaciones, deberán ser trasladados en cuanto  se produzca requerimiento del Ministerio de Transportes o de las Juntas de Caminos. Para la colocación de posterías nuevas para la transmisión de fuerza eléctrica o para telégrafos o teléfonos, debe pedirse autorización a Ministerio de Transportes o a la respectiva Municipalidad, según se trata de carreteras o de caminos vecinales.  Quienes violaren las disposiciones de este artículo, serán sancionados conforme a los artículos 303 y 306, inciso 4) del Código Penal.- Artículo 3)  Nadie tendrá derecho a cerrar parcial o totalmente o a estrechar, cercando o edificando caminos o calles entregados por ley o de hecho al servicio público o al de propietarios o vecinos de una localidad, salvo que proceda en virtud de resolución judicial dictada en expediente tramitado con intervención de represente del Estado o de la Municipalidad respectiva o por derechos adquiridos conforme a leyes anteriores a la presente o a las disposiciones de esta ley.  La resolución judicial se comprobará con certificación de la misma, y la adquisición con el título respectivo, ambas deberán mostrarse y facilitarse a la autoridad que lo exija.  Quien contraviniere lo anterior será juzgado conforme a las leyes penales correspondientes si, según la naturaleza del hecho, se determina la existencia del delito indicado por el artículo 303 del Código Penal o la falta prevista en el artículo 157 del Código de Policía, todo ello sin perjuicio de la reapertura de la vía sin lugar a indemnización alguna por mejoras o construcciones.  Es obligación de los funcionarios de caminos denunciar ante quien corresponda la contravención referida, e iniciar las diligencias administrativas que establece el artículo siguiente para reapertura de la vía.- La Ley de la Carretera Interamericana número 2438 de 19 de octubre de 1959 en el punto b) párrafo 5 dice: “…La República de Costa Rica conviene en suministrar, sin la participación de ningunos fondos de los Estados Unidos de Norte América, todos los derechos de vía necesarios para la construcción del proyecto, los cuales serán de un ancho mínimo de 50 metros en las zonas municipales y de 100 metros en las rurales excepto cuando, después de una comprobación adecuada, se convenga en que estos anchos son impracticables.  La República de Costa Rica conviene en que estos derechos de vía se mantendrán íntegros y a perpetuidad, como parte de la Carretera para uso público; que impedirá sistemáticamente las intrusiones en los derechos de vía aprobados…”.- Cuando la señora compró el referido inmueble ya la carretera estaba al servicio público, como se puede comprobar con las fecha de compra y de la ejecución de los trabajos de la carretera que desde un principio lo fue de 50 metros de ancho.  De una inspección ocular que se haga al lugar se puede comprobar fácilmente que todos los vecinos de la citada están a derecho sea que sus cercas están a la distancia correcta, no así la señor Vargas que persiste en su negativa.  Si esto fuera poco el plano catastrado de la finca precitada y del que se adjunta fotocopia, es claro en cuanto a que los linderos norte y sur son la Carretera Interamericana, y es más la casa que aparece a nombre de Olivio Calvo, y que en la certificación de la compra venta es propiedad de Víctor Manuel Peralta, está actualmente respetando el ancho legal en esa sección que es de 50 metros.  Finalmente expongo que el Recurso de Amparo es un medio extraordinario que brinda la ley para evitar abusos del gobierno, pero en el presente caso no es procedente su aplicación porque aquí no se está violando el derecho de propiedad sino que el Ministerio está siguiendo un camino puramente administrativo de reconstrucción de cercas para restablecer el derecho de vía de la Carreteara Interamericana, que es y ha sido siempre del Estado.  Aun más el Ministerio pudo perfectamente llamar a juicio a los propietarios que no han respetado el derecho de vía y obligarlos a deslindarse teniéndolo como parte sin que tuvieran valor las cercas anteriores y a contribuir a la construcción de las cercas; pero no lo quiso hacer para no maltratarlos y sin embargo ni así quedo bien.  Solicito que este Recurso sea declarado sin lugar porque como lo explico no hay ninguna violación constitucional”.
Previa la deliberación del caso, y
Considerando:

I.- Para los efectos que interesan, han quedado debidamente comprobados los siguientes hechos de importancia:
a) Que el veinte de noviembre de mil novecientos sesenta y dos, la promovente, doña Nelly Vargas Alfaro compró a don Víctor Manuel Peraza Lobo, un lote, parte de la finca número doce mil novecientos setenta y nueve.  Lote segregado que hoy constituye el inmueble número trece mil quince, que es terreno inculto, situado en Macacona, distrito tercero del Cantón de Esparta, Provincia de Puntarenas.  Linda al norte con la carretera panamericana y se le asigna una superficie de seiscientos siete metros y noventa centímetros cuadrados, (ver testimonio de escritura pública inscrito en el Registro Público y plano en los folio 3-4 y 5, respectivamente)
b) Que por el año mil novecientos cuarenta y seis, la finca general antes relacionada y de la cual se segregó el lote, hoy finca número trece mil quince de la promotora, pertenecía a los señores Roberto Jiménez Ortiz y Gonzalo Jiménez Flores.  Cuando éstos a la sazón entraron en posesión, ya estaba construida la trocha y la carretera, con la correspondiente demarcación de un derecho de vía de cincuenta metros de ancho.  Hasta el año mil novecientos cuarenta y nueve, fecha en que los precitados condueños vendieron la finca, las cercas demarcatorias permanecieron inalteradas y en la misma forma como ellos las habían encontrado, (ver declaración del ex copropietario señor Gonzalo Jiménez Flores, en folio 39).
c) Que con anterioridad a la última remoción de las cercas por empleados del Ministerio de Transportes y que la promovente viene incoando en las presentes diligencias como efectuadas en los días ocho y nueve de febrero de este año, personeros a la orden de dicho Ministerio, unos diez meses antes ya también habían destruido la cerca vieja para en su lugar colocar otra a veinticinco metros contados desde el centro de la carretera Panamericana, (ver inspección ocular practicada por el señor Alcalde de Esparta en folio 27 y las declaraciones de Miguel Montero Solórzano y Víctor Manuel Peraza Lobo, ambos testigos propuestos por la señora Nelly Vargas Alfaro, vecinos del lugar y Peraza ex propietario de la finca, visibles en folio 28 frente y vuelto).

ch) Que la evidencia anterior sobre la remoción de las cercas hecha en febrero de mil novecientos sesenta y cuatro rectificando el ancho de la carretera a lo largo del sector Esparta-San Ramón, lugar donde está comprendido el frente de la misma propiedad de anteriores dueños y hoy de doña Nelly Vargas Alfaro, se comprueba además con los coincidentes testimonios de los empleados del Ministerio de Transportes, Ingeniero Fernando Rodríguez Fieuyean y don José Fernández Vargas, en folios 37 y 38.
II.- De lo substanciado en las presentes diligencias del Recurso de Amparo promovido por la señora Nelly Vargas Alfaro contra el señor Ministro de Transportes, aparecen dos hechos trascendentes, que por las implicaciones de orden jurídico que los mismos conllevan, merecen destacarse.


En efecto, de acuerdo con la calificada declaración del señor Gonzalo Jiménez Flores, ex Ministro de Obras Públicas, y uno de los anteriores co-propietarios de la finca general relacionada, se demuestra que cuando por el año mil novecientos cuarenta y seis adquirió y entró a poseerla, el ancho de la demarcación de la Carretera Panamericana era de cincuenta metros. Y cuando a su vez vendieron la misma finca en mil novecientos cuarenta y nueve, las cercas conservaban el mismo ancho inalterado en sus frentes a la carretera, sea, los cincuenta metros, igual a la forma como adquirieron.  Esa inveterada situación de hecho que durante años así se perpetuó y que fácilmente se infiere de los autos, encuentra respaldo en la amplia y veraz contestación que el señor Ministro de Transportes dio en el informe escrito del 22 de febrero último, folio 8, al contestar la audiencia del recurso de mérito.  No obstante haberse demostrado que con muchísima anterioridad a que la promovente adquiriera su lote, la correspondiente demarcación del ancho de la carretera quedó establecida y fijada en los cincuenta metros comprendidos entre las cercas de ambos lados, incluyendo el de la finca donde se origina el lote hoy de doña Nelly, la que bordea éste, evidentemente fue corrida en contravención de las correspondientes disposiciones legales que cita el Ministerio.

Además de lo expuesto, también ha quedado fehacientemente comprobado, incluso con los propios testigos ofrecidos por la accionante, que en febrero de mil novecientos sesenta y cuatro, un año antes de incoar este recurso, el Ministerio de Transportes tuvo que remover la cerca del lote situada al frente de la carretera Panamericana y colocarla en el límite legal que originariamente mantuvo la finca desde la respectiva apertura de la trocha y construcción de la carretera.

III.- Precisamente en un caso un tanto similar, ocurrido en la misma zona de Esparta, según se aprecia en el Recurso de Amparo establecido por el Doctor Rolando Cordero contra el Ministro de Transportes, entre otras consideraciones, esta Corte en Resolución de las trece horas del veintiuno de julio del año pasado, publicado en el Boletín Judicial N° 242 del 24 de octubre de ese mismo año y en lo que interesa dijo:
“Las fincas números 13130 y 10576 del Partido de Puntarenas, que en el terreno están reunidas en un solo bloque, pertenecieron, con anterioridad al recurrente doctor Cordero, a la sucesión de Luis Cordero Badilla.  En el año 1942, con ocasión de tener que iniciarse la sección norte de la Carretera Interamericana por el Bureau of Public Roads Administration, dependencia del Ministerio de comercio de los Estados Unidos,  y en cumplimiento de un contrato ley celebrado entre dicha nación norteamericana y Costa Rica, los dueños de las fincas limítrofes con el trazado de esa vía estuvieron anuentes en permitir al Ministerio antes de Obras Públicas, hoy de Transportes, ocupar en ellas las fajas de terreno necesarias que debía cruzar la carretera, y la mayoría de esos dueños las donaron.  El albacea definitivo de la sucesión de la citada señora Luisa Cordero Badilla, don Miguel Hernández Villalobos, consintió en traspasar al Gobierno la faja necesaria en las fincas reunidas antes indicadas, mediante su correspondiente pago, o sea en venta, según se desprende del testimonio de Héctor Sandoval Morales y de la certificación  del Jefe del Archivo del Ministerio de Transportes que obran en el expediente de este recurso.  Si la prueba indicada no fuere suficiente, o si el consentimiento del albacea careciere de validez – y esto último no le corresponde examinar a esta Corte en la vía del amparo – lo cierto es que en la realidad de los hechos la mutación del dominio privado al público que establecían las leyes que fijaron en cincuenta metros el ancho de la carretera, se produjo con la tolerancia del propietario, es decir, de la Sucesión, pues no sólo permitió que en aquella época el Estado tomara posesión de la faja de terreno, sino que tampoco ejercitó el recurso de amparo contra ese desapoderamiento por haberse realizado sin la previa indemnización que ordena la Constitución Política, recurso que debió haber interpuesto dentro del término de ocho días, de acuerdo con el artículo 3° inciso e) de la Ley de Amparo, N° 1161 de 2 de junio de 1950.  Al pasar en esa forma dicha faja de terreno al Gobierno, deslindándola de las fincas de que procedía por medio de postes, para el destino que se ha indicado, o sea para formar parte de una carretera se transformó desde ese momento para el Estado en un bien de su dominio público, con todas las características que a esta clase de bienes conceden los artículos 262 y 263 del Código Civil; esa condición de la expresada faja no se perdió, aunque por motivo de estallar la segunda guerra mundial, se suspendiera la construcción de la carretera. Tomando en cuenta esas circunstancias, si al emprenderse de nuevo los trabajos de construcción de la vía, encontró el Ministerio de Transportes el obstáculo de que había sido cerrada esa faja, por restitución que hiciera el Doctor Cordero o el anterior dueño de las fincas, de las cercas al lugar en que se encontraban antes del traspaso que se le hizo al Estado en contravención con lo que dispone el artículo 39 de la Ley General de Caminos N° 1857 de 28 de febrero de 1955, el acto de reabrir esa faja y de ejecutar en ella trabajos, por el expresado organismo estatal no puede calificarse de arbitrario, y por lo tanto, de violatorio del artículo 45 de la Constitución Política, pues en el concepto de la Administración Pública, esa faja había dejado de pertenecer a propiedad privada y había entrado en el dominio público del Estado,  Sin entrar a examinar otras cuestiones relacionadas con el traspaso de esa faja de terreno y de la propiedad de la misma, que no corresponden a la competencia de la Corte Suprema de Justicia por la vía del Amparo, y si como se ha dicho no puede motejarse de arbitraria la acción del Poder Público de que se queja el recurrente, el recurso de amparo establecido por éste es improcedente.”

IV.- Recapitulando todo lo dicho, con fundamento en los hechos circunstanciales de este caso y en el antecedente relacionado, la Corte llega a la conclusión jurídica de que no se ha vulnerado el artículo 45 de la Carta Política, y, en consecuencia, debe desestimarse el recurso de amparo establecido por la señora Nelly Vargas Alfaro.

En definitiva se resuelve: declarar sin lugar el presente recurso de amparo.

